Poder Judicial de la Nación


H., L. M. S/INSANIA
Juzgado 88     -     R. 606.712     -     Sala G     -     Expediente 91.890/1997

///nos Aires, septiembre                                 de 2012.CO
VISTOS Y CONSIDERANDO:

I. Vienen las presentes actuaciones para su conocimiento en virtud de la apelación interpuesta por la Defensora de Menores e Incapaces contra la resolución de fs. 373/375. A fs. 389/390 la representante del Ministerio Pupilar ante esta Alzada mantiene la apelación deducida por su par de la anterior instancia y adhiere a la argumentación de fs. 384/385. 

Destaca que las limitaciones establecidas en forma absoluta para que L. M. H. realice tareas remuneradas y maneje adecuadamente su patrimonio se contrapone con los alcances del instituto de la inhabilitación y al espíritu de la norma del art. 152 bis del Código Civil; entiende que es necesario que se precise la prohibición referida en el considerando VII ap. c) del decisorio atacado; agrega que la ambigüedad de los términos empleados podría conducir a  la desprotección de su representada.
II. La sala tuvo oportunidad de sostener que la restricción a la capacidad debe serlo en la medida necesaria y apropiada para el bienestar (cf. art. 1( de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, aprobada por la ley 25.280), proporcional y adaptada a las circunstancias de la persona y sujeta a exámenes periódicos (cf. art. 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la ley 26.378; art. 152 ter, Código Civil; CNCiv. esta Sala, r. 516.729 del 15-4-2009; r. 560.304 del 2-9-2010; r. 566.841 del 24-11-2010; r. 569.864 del 30-12-2010; r. 585.328  del 21/9/2011).
III. De la compulsa de las actuaciones se observa la evolución favorable experimentada por L. M. desde el inicio de estos obrados, así surge de los informes médicos de fs. 11/12, fs. 85/86 y fs. 319/321, sociales de fs. 100/102, fs. 189/191, fs. 279, fs. 315/316, fs. 336; psicológicos de fs. 155/160 e informe interdisciplinario de fs. 341; lo cual se ve corroborado por la entrevista efectuada en sede de curaduría oficial que da cuenta el acta de fs. 391. 

Se observa el desarrollo positivo de su capacidad que se manifiesta en su vida cotidiana por la realización de tareas domésticas –que comparte con su grupo conviviente-, en su actividad laboral -que desarrolla atendiendo el comercio familiar-, y en el manejo de sumas de dinero (que percibe por su trabajo y por la pensión no contributiva de la que es beneficiaria y para cuyo cobro utiliza tarjeta bancaria) que destina para cubrir sus necesidades básicas (v. fs. 315/316, y fs. 391).
En tales circunstancias, no puede pasar inadvertida la importancia que tiene el hecho que L. M. H. disponga por sí los haberes que percibe, con indudable beneficio para su inserción social, el incremento de su autonomía y su eventual rehabilitación (cf. principio 9, cuarto párrafo de los Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental, aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas por res. 46/119, del 17 de diciembre de 1991; art. 12, incs. 4 y 5 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por ley 26.378).
En ese marco conceptual, dado que la formulación de la limitación patrimonial relativa a la adecuada administración de sus ingresos y la posibilidad reconocida para administrar sumas importantes de dinero con supervisión familiar puede dificultar su interpretación, resulta conveniente su reformulación, en tanto el reconocimiento de sus aptitudes resulta de innegable provecho para quien ha sido declarada inhabilitada. 

Por ello se estima apropiado disponer la modificación de la sentencia en el sentido precedentemente señalado, y dejar establecido que L. M. H. está facultada para realizar tareas remuneradas, y que la limitación para dar consentimiento informado -para efectuar tratamientos- es el regulado por la ley 26.529 (arts. 5 y ss.).
A su turno, y sin perjuicio de la posibilidad de rever oportunamente la limitación concerniente a la capacidad para vivir sola –en el supuesto de plantearse tal necesidad- dado que el medio familiar en el que habita no representa un límite para el desarrollo positivo de sus actividades cotidianas y de suyo aparece beneficioso para la evolución de sus aptitudes (conf. fs.  315/316, fs. 321, fs. 391), debe desestimarse lo solicitado por la apelante sobre el particular. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la representante del Ministerio Pupilar ante esta Alzada, el Tribunal RESUELVE: I. Modificar la sentencia de fs. 373/375, en el sentido que L. M. H. se encuentra facultada para realizar tareas remuneradas; y que la limitación de los actos de administración no alcanza al manejo de sus ingresos mensuales, que podrá disponer sin necesidad de supervisión. II. Podrá continuar en la gestión del comercio familiar en el que se desempeña laboralmente, con supervisión del curador. III. Precisar que se encuentra limitada para prestar consentimiento informado en relación al suministro de medicamentos y tratamientos psicológicos o médicos clínicos en los términos de la ley 26.529 (arts. 5 y ss). III. Notifíquese en su despacho a la Defensora de Menores de  Cámara. IV. Regístrese y oportunamente devuélvase a la instancia de grado a la que se encomienda la notificación de la presente.
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